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1. Introducción 

 

a justicia transicional es un proceso jurídico y administrativo que 

se lleva a cabo con posterioridad a situaciones de conflicto ar-

mado o de regímenes autoritarios, cuando transitan hacia la paz 

o hacia la democracia, con el propósito de tratar los delitos del 

régimen previo.  Eiroa (2007) sostiene que el nuevo régimen tiene que decidir 

qué califica como delito y cómo sancionar a los delincuentes. También debe 

decidir qué califica como delito y cómo sancionar a los delincuentes. 

En tiempos postraumáticos es posible reconocer diferentes políticas de justicia 

transicional (Martín 2014; Osiel 2005; Slavin 2012). Entre los casos más estu-

diados se encuentra el caso argentino — que optó por la persecución penal 
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(excepto el interregno en el que las leyes de punto final y obediencia debida y 

los indultos se consideraron aplicables) (Dukalskis 2011; Nino 1997) — y el 

sudafricano —que optó por la amnistía y la búsqueda de la verdad a través la 

Comisión de la Verdad y la Reconciliación (Minow 1998). 

En este contexto, Hilb (2013) ha planteado una provocativa tesis que, a partir 

de la comparación de ambas experiencias, señala una fuerte dicotomía entre el 

caso argentino y el sudafricano al sostener que es probable que en un caso —el 

de la Argentina— la resolución haya pagado un precio en Verdad; es probable 

que en otro caso —el de Sudáfrica— se haya pagado un precio en Justicia.  

La tesis de la autora tiene entre sus fundamentos la idea de que la verdad a la 

que puede accederse en el marco de los procesos penales es limitada e impide 

dar a luz “una verdad más compleja” (Hilb 2014). En contra, Tatián sostiene 

que “el proceso judicial no impide la verdad, ni la comprensión ni el arrepen-

timiento”. Además sostiene que no resulta evidente que los militares argenti-

nos hubieran brindado un relato verídico ni que se hubieran arrepentido de sus 

crímenes de haberse producido un proceso semejante al de Sudáfrica, y ello lo 

argumenta diciendo “de hecho, cuando las leyes de punto final y obediencia 

debida se hallaban vigentes, se realizaron juicios por la verdad histórica sin 

que se obtuviera de ellos nada interesante ni diferente”. Más allá de qué posi-

ción se asuma en este debate, existe un elemento que llama la atención cuando 

se discute la naturaleza y el alcance la verdad en estos procesos. En ambos 

análisis, o bien se deja de lado a los Juicios por la Verdad (Hilb 2014) o se 

minimiza (por no decir “descarta”) su importancia (Tatián 2013). 

Los Juicios por la Verdad impulsados en 1998 en la Argentina, fueron una 

forma sui generis de procesos penales promovidos por familiares de víctimas 

del terrorismo de Estado, sobrevivientes y organismos de derechos humanos, 

que no buscaron la sanción penal de los responsables (lo que no era legalmen-
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te posible por entonces), sino que tenían como objetivo, tal como lo sostiene 

Emilio Crenzel (2014), elaborar una verdad polisémica que simultáneamente 

colaborara en sancionar lo que no puede ser perdonado y, a la vez, contribuye-

ra a conocer lo que intelectual y políticamente no merece ser ignorado. 

El desarrollo de estos procesos permitió la recolección de pruebas que sirvie-

ron de sustento para la realización de los juicios que, una vez restablecida la 

posibilidad del juzgamiento de los responsables de crímenes de lesa humani-

dad, fueron llevados adelante a lo largo y ancho de todo nuestro país. De igual 

modo, los Juicios por la Verdad permitieron a la sociedad el conocimiento de 

la identidad de víctimas y victimarios, el modus operandi, los hechos concre-

tos y las circunstancias en que estos se produjeron, etc.. 

Para la elaboración del presente trabajo tomaremos el concepto de verdad ex-

puesto por Mattarollo (2010) quien sostiene que es tanto aquella que tiene co-

mo objetivo el conocimiento de la verdad individual (la verdad sobre la suerte 

corrida por cada una de las víctimas) como el conocimiento de la verdad glo-

bal (que se refiere a las estructuras y mecanismos de represión utilizados y al 

contexto político, económico y social). 

Estamos convencidos que el Juicio por la Verdad celebrado en Mar del Plata 

logró promover iniciativas de búsqueda y reconstrucción de la verdad, así co-

mo el establecimiento de políticas de memoria en todo el país. Su importancia 

no sólo radica en ello, sino también porque se constituyó en una herramienta 

de gran importancia para el posterior juzgamiento penal de los autores de los 

crímenes cometidos durante la última dictadura militar (cuando esto fue 'le-

galmente' posible), y para la reparación de las víctimas.  

Por todo lo señalado, sostenemos que el análisis de los Juicios por la Verdad 

es imprescindible porque su conocimiento posibilitará iluminar y estimular 

futuros estudios comparativos a escala nacional e internacional.  
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Creemos que la verdad y la memoria son elementos esenciales para evitar la 

repetición de los errores del pasado. 

 

2. Contexto general 

 

El 24 de marzo de 1976 una sublevación militar derrocó a la Presidenta María 

Estela Martínez de Perón e instaló una dictadura autodenominada ‘Proceso de 

Reorganización Nacional’, gobernada por una Junta Militar integrada por tres 

militares, uno por cada fuerza (Armada Argentina, Ejército Argentino y Fuer-

za Aérea Argentina). 

Félix Luna (1999) explica que los golpes militares están determinados por el 

predominio de las Fuerzas Armadas por sobre las demás instituciones de go-

bierno. En tales circunstancias, el presidente es nombrado por los jefes de las 

Fuerzas Armadas y el parlamento reemplazado por las deliberaciones entre los 

mandos superiores de las distintas armas en la Junta de Comandantes. Las ga-

rantías constitucionales son suspendidas y las personas encontradas en activi-

dades políticas son perseguidas como delincuentes. La Justicia y la Policía 

quedan supeditadas a las Fuerzas Armadas y el aparato burocrático del Estado 

continúa, con pocos cambios, sirviendo al nuevo régimen.  

 

La dictadura cívico militar impuesta se caracterizó por prácticas de violencia 

estatal con el objetivo de “...eliminar al activismo social, desmantelar la or-

ganización popular, disciplinar a la sociedad y vaciarla hasta de su propia 

memoria”. De esta manera, se impuso un modelo de país “autoritario, econó-

micamente regresivo y socialmente injusto” (Espacio para la Memoria y para 

la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos 2011).   
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La metodología utilizada fue la de secuestro-tortura-desaparición. Se instaura-

ron más de 340 centros clandestinos de detención en todo el país como dispo-

sitivos de exterminio de los prisioneros y de diseminación del miedo hacia la 

sociedad.  

La comprobación de la extensión que adquirió la práctica de la tortura en tales 

centros y el sadismo demostrado por sus ejecutores resultan estremecedores. 

De algunos de los métodos empleados no se conocían antecedentes en otras 

partes del mundo. Hay varias denuncias acerca de niños y ancianos torturados 

junto a un familiar, para que éste proporcionara la información requerida por 

sus captores (CONADEP 1984). 

Ya la CONADEP documentó 8.960 casos de personas desaparecidas, aunque 

se estima que el número es mucho mayor. 

Fueron exterminadas personas previamente detenidas, con ocultamiento de su 

identidad, habiéndose en muchos casos destruido sus cuerpos para evitar su 

posterior identificación. Asimismo, se pudo establecer, respecto de otras per-

sonas que en la versión de las fuerzas represivas habrían sido abatidas en 

combate, que fueron sacadas con vida de algún centro clandestino de deten-

ción y muertas por sus captores, simulándose enfrentamientos o intentos de 

fuga inexistentes (CONADEP 1984). 

Es así que se instauró en la Argentina una dictadura que implantó el “...terror 

más profundo que ha conocido la sociedad argentina” (Walsh 1977). 

 

En Octubre de 1983 Raúl Alfonsín ganó las elecciones. Durante su presidencia 

se creó la Comisión Nacional sobre Desaparición de las personas (CONA-

DEP), que funcionó desde marzo de 1984 hasta los primeros meses de 1985, y 

se encargó de “investigar y recibir denuncias, así como pruebas sobre hechos 

relacionados con delitos y crímenes cometidos durante todo el período 
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1976/1983. Toda la información recopilada fue remitida a la Justicia, y publi-

cada en septiembre de 1984 en un libro que llevó el título ‘Nunca Más’” (Sla-

vin 2012). Entre el 22/04/1985 y el 30/12/1986 (fecha en que se pronunció la 

CSJN), se llevó a cabo el juicio a las juntas que culminó con la condena de 

cinco Comandantes en Jefe. Ello condujo a que la relación entre el primer go-

bierno democrático y los sectores militares se tensionara, surgiendo el temor a 

una desestabilización del gobierno.  

Fue por ello que en Diciembre de 1986 el gobierno se vio forzado a sancionar 

la ley 23.492, conocida como de Punto Final. Ella disponía que se extinguiría 

la acción penal respecto de toda persona por su presunta participación, en 

cualquier grado, en los delitos por crímenes cometidos durante la dictadura, 

que no estuviere prófugo, o declarado en rebeldía, o que no haya sido ordena-

da su citación a prestar declaración indagatoria, por tribunal competente, antes 

de los sesenta días corridos a partir de la fecha de promulgación de la ley. Pero 

esto no fue suficiente. 

El 16 de abril de 1987 mientras se iniciaban las actuaciones judiciales contra 

oficiales de la Escuela de Mecánica de la Armada y el Iº Cuerpo de Ejército, el 

Teniente Coronel Aldo Rico encabezó el llamado ‘levantamiento carapintada’. 

Su objetivo era impedir la presentación judicial del Mayor Ernesto Barreiro, 

sometido a proceso acusado de la comisión de violaciones masivas de dere-

chos humanos. Ante esta nueva amenaza, el gobierno respondió sancionando 

en junio la Ley 23.521
2
, mejor conocida como de Obediencia Debida. De esta 

                                              
2 La Ley 23.551 establecía: Artículo. 1º -Se presume sin admitir prueba en contrario que 

quienes a la fecha de comisión del hecho revistaban como oficiales jefes, oficiales subalter-
nos, suboficiales y personal de tropa de las Fuerzas Armadas, de seguridad, policiales y 
penitenciarias, no son punibles por los delitos a que se refiere el artículo 10 punto 1 de la 
ley Nº 23.049 por haber obrado en virtud de obediencia debida. La misma presunción será 
aplicada a los oficiales superiores que no hubieran revistado como comandante en jefe, jefe 
de zona, jefe de sub-zona o jefe de fuerza de seguridad, policial o penitenciaria si no se re-
suelve judicialmente, antes de los treinta días de promulgación de esta ley, que tuvieron 
capacidad decisoria o participaron en la elaboración de las órdenes. En tales casos se con-
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manera se dividió entre aquellos considerados responsables directos de los 

crímenes, de quienes se presumía que sólo habrían cumplido órdenes (milita-

res de rango intermedio y menor). 

En el año 1989 Carlos Menem asumió la presidencia de la Nación. El nuevo 

gobierno se destacó, entre otras cosas, por el indulto de aquellos procesados y 

de los condenados por los delitos cometidos durante el proceso militar. 

Argentina daba un paso atrás en el camino hacia la justicia y la verdad que 

había iniciado el gobierno de Alfonsín. La denominada vía de la justicia era 

formalmente clausurada. 

En marzo de 1996 en España, la Unión Progresista de Fiscales (UPF)
3
 interpu-

so una denuncia ante la Audiencia Nacional de España
4
, que recayó en el Juz-

gado Central de Instrucción Nº 5 a cargo del juez Baltasar Garzón, para inves-

tigar los crímenes cometidos contra ciudadanos españoles por la dictadura mi-

litar argentina. En junio de 1996 Garzón se declaró competente para investigar 

los hechos y pidió a los organismos de derechos humanos de Argentina la co-

laboración para recolectar información y testimonios que documentaran las 

desapariciones durante la última dictadura militar.  

A su vez, el 7 de octubre de 1998, la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos
5
 recibió una petición presentada por una de las Madres de Plaza de 

                                                                                                                                
siderará de pleno derecho que las personas mencionadas obraron en estado de coerción 
bajo subordinación a la autoridad superior y en cumplimiento de órdenes, sin facultad o 
posibilidad de inspección, oposición o resistencia a ellas en cuanto a su oportunidad y legi-
timidad.  

Artículo. 2°-La presunción establecida en el artículo anterior no será aplicable respecto de 
los delitos de violación, sustracción y ocultación de menores o sustitución de su estado civil 
y apropiación extensiva de

 
inmuebles. 

3
 Asociación profesional española fundada el 5 de junio de 1985, integrada por fiscales 

con el deseo de ‘promover la plena realización de los principios, derechos y libertades con-
sagrados en la Constitución’. 

4 Tribunal español con sede en la Villa de Madrid y que tiene jurisdicción en todo el terri-
torio de España. 

5 La CIDH es un órgano principal y autónomo de la Organización de los Estados Ameri-
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Mayo, Carmen Aguiar de Lapacó
6
, en contra de la República Argentina, dónde 

alegaba que las autoridades judiciales argentinas rechazaron su solicitud a 

efectos de determinar lo ocurrido a su hija Alejandra Lapacó, detenida desapa-

recida desde el 17 de marzo de 1977. La petición se fundamentó en el derecho 

a la verdad y el derecho al duelo. Frente a ello, el 30 de septiembre de 1999 la 

solución amistosa fue acordada, y el 15 de noviembre de 1999 se suscribió en 

Buenos Aires un acuerdo entre las partes por el cual el Estado reconoció acep-

tar y garantizar el derecho a la verdad y se comprometió a tomar diversas me-

didas para remediar las violaciones alegadas por los peticionarios. 

En este contexto (1998) el Congreso Nacional derogó las leyes de Obediencia 

Debida y Punto Final y, entre 2001 y 2003 diferentes tribunales de primera y 

segunda instancia declararon su inconstitucionalidad. En el año 2003 durante 

la presidencia de Néstor Kirchner mediante la ley 25.779 esas leyes fueron 

declaradas insanablemente nulas y, finalmente en el año 2005 la CSJN en el 

caso “Simón” declaró la inconstitucionalidad de las mencionadas leyes.
7
  

De esta manera, el juicio español y la resolución del caso Aguiar de Lapacó, 

demostraron a los organismos de derechos humanos en la Argentina la necesi-

dad de continuar luchando por la búsqueda de la verdad de lo sucedido duran-

te la última dictadura militar Argentina. Ello, sumado a las políticas imple-

                                                                                                                                
canos (OEA) encargado de la promoción y protección de los derechos humanos en el conti-
nente americano. 

6 Patrocinada por Abuelas de Plaza de Mayo, la Asamblea Permanente de los Derechos 
Humanos (APDH), el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), el Centro por la Justi-
cia y el Derecho Internacional (CEJIL), Familiares de Detenidos Desaparecidos por Razones 
Políticas, la Liga Argentina por los Derechos del Hombre, Madres de la Plaza de Mayo, Mo-
vimiento Ecuménico por los Derechos Humanos (MEDH), y el Servicio de Paz y Justicia 
(Serpaj). 

7
CSJN, “Simón, Julio y otros”, sent.nº 17.768, 14/06/2005 -Fallos: 328:2056 

Disponible en: http://www.mpf.gov.ar/Institucional/UnidadesFE/Simon-CSJN.pdf. Extraído 

el día 26/5/2015. Para un análisis de los problemas de validez y aplicabilidad que suscitó 

todo este proceso véase Orunesu (2012) capítulo 2. 

http://www.mpf.gov.ar/Institucional/UnidadesFE/Simon-CSJN.pdf
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mentadas por el Estado Argentino permitió el inicio en nuestro país de los de-

nominados Juicios por la Verdad.  

 

3. ¿Qué son los Juicios por la Verdad? 

 

En 1998 comenzaron a realizarse en Argentina los denominados ‘Juicios por 

la Verdad’. Ellos fueron una forma sui generis de procesos penales que no 

buscaron la sanción penal de los responsables, ya que se encontraban vigentes 

en ese momento histórico las leyes de impunidad
8
, sino que su objetivo era 

conocer la verdad sobre lo ocurrido durante la última dictadura militar, y de 

esta manera recuperar el derecho a la memoria.  

Andriotti Romanin (2011) sostiene que la idea de un Juicio por la Verdad 

constituyó una acción estratégica inscripta en una nueva interpretación de los 

cambios políticos nacionales e internacionales tendiente a buscar la verdad e 

instalar en la esfera pública un relato legitimado por el escenario judicial acer-

ca de lo acontecido en la dictadura militar, en un contexto cultural donde esto 

se había vuelto relevante, pero también una creación de nuevas oportunidades. 

Por su parte, Yanzón (2005) menciona que en todo momento los organismos 

de derechos humanos tomaron a estos juicios como una alternativa para eludir 

la impunidad; por otra parte, se trataba de la posibilidad de reunir información 

y prueba con el fin de hacerlas valer en su oportunidad para perseguir penal-

mente; por otra, jamás se conformaron sólo con la verdad, fue sólo una vía 

para continuar el trabajo y en muchos casos, de esos mismos juicios se inicia-

ron procesos penales. 

                                              
8
 Cabe aclarar que las Leyes 23.492 (Punto Final) y 23.521 (Obediencia Debida), fueron 

derogadas mediante la ley 25.779, dictada por el Congreso de la Nación Argentina en el año 
2003. 
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Los Juicios por la Verdad se llevaron a cabo en las ciudades de Bahía Blanca, 

Ciudad de Buenos Aires, Córdoba, Rosario, Resistencia, La Plata, Mendoza, 

Mar del Plata, Salta y Jujuy. 

Schapiro (2002) resalta su importancia al afirmar que los juicios prestan algu-

nos servicios de utilidad, que han sido reconocidos por los propios organismos 

de derechos humanos: 

1) Son una tribuna de libre expresión, a la que acceden personas que nunca 

antes habían tenido un marco institucional en el que contar su historia; 

2) cumplen el importante rol de institucionalizar socialmente la verdad 

3) constituyen un sitio de permanente reclamo de justicia y una puerta abierta 

a la historia 

4) Por supuesto que constituyen verdaderas bases de datos, muchas veces iné-

ditos, a las que acuden familiares de las víctimas y organismos de derechos 

humanos, así como otros entes oficiales. En este sentido, constituyen un com-

plemento de la investigación realizada en su momento por la Conadep; 

5) Se han transformado en una llama de memoria permanentemente encendida 

6) Conforman un sitio apto para el señalamiento público de los responsables 

del terrorismo de estado que gozan de impunidad; 

7) Constituyen un reservorio de prueba útil para formular denuncias penales 

ante los jueces que no reconocen limitación legal alguna a su potestad juris-

diccional. 

 

4. El Juicio por la Verdad en Mar del Plata 

 

En diciembre de 2000 la Comisión del Juicio por la Verdad, compuesta por 

organismos de derechos humanos, instituciones públicas nacionales y munici-

pales, sindicatos, partidos políticos y organizaciones sociales de la ciudad, in-
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terpuso una acción de amparo ante el Tribunal Oral Federal de Mar del Plata, 

integrado por los Jueces Roberto Atilio Falcone, Néstor Rubén Parra y Mario 

Alberto Portela.  

La petición consistió en que la Justicia dispusiera lo necesario para la averi-

guación de la verdad con relación a la desaparición forzada de personas, y que 

se declarase el derecho de las familias de las víctimas y de la sociedad toda a 

conocer cuáles fueron las circunstancias de las desapariciones y, en su caso, 

dónde yacen los restos de los desaparecidos. 

Tal como sostiene Andriotti Romanin (2011), esto constituyó al Juicio de la 

Verdad de Mar del Plata en el emprendimiento más importante desarrollado 

por los organismos del Movimiento de derechos humanos de la ciudad en toda 

su historia. 

El 5 de febrero de 2001 se iniciaron las audiencias públicas, las que se exten-

dieron por más de 8 años. Las mismas estuvieron suspendidas desde Mayo de 

2002 hasta Noviembre de 2004 debido a un conflicto de competencia, el cual 

fue dirimido por la Corte Suprema de Justicia en el fallo "Rivarola" del mes de 

mayo de 2004 (R. 392. XXXIX "Rivarola, Ricardo Horacio s/recurso"), en el 

cual se confirmó la competencia del Tribunal Oral Federal. El Procurador Ge-

neral en su dictamen sostuvo: (…) cámara de casación vuelve sobre la cues-

tión de competencia a dos años de haber sido zanjada definitivamente y ha-

biéndose cumplido una intensa actividad probatoria cuando ya había operado 

la preclusión procesal, puesto que se trataba de una discusión clausurada sin 

posibilidad de renovarla, so pena de atentar contra la secuencia del proceso. 

(…) En definitiva, considero que al no haber una normativa precisa respecto 

a los tribunales competentes para sustanciar este tipo de procesos sui géneris, 

deben seguir entendiendo los organismos judiciales federales que ya están 

interviniendo, máxime cuando lo hacen con la aquiescencia del órgano juzga-
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dor, del ministerio público y de las partes. Lo contrario sería demorar aún 

más el conocimiento de la verdad, como ocurre este caso en que la causa fue 

súbitamente paralizada el día 17 de mayo del 2002 (ver oficio de elevación de 

fojas 46 del presente) cuando el tribunal oral la remitió, a su pedido, a la cá-

mara de casación, si bien es cierto que con motivo de un recurso planteado 

por otro tema. 

El mencionado juicio fue movilizante en la ciudad, y como consecuencia de 

ello, gracias a la prueba que aportó, posteriormente se iniciaron diversos pro-

cesos penales en los cuales se condenaron a 40 militares y 12 miembros de la 

Concentración Nacional Universitaria, y se realizaron los primeros juicios pe-

nales por delitos de lesa humanidad. La declaración testimonial de numerosos 

sobrevivientes de los centros clandestinos de detención que funcionaron en 

Mar del Plata permitió identificar nuevos centros y de esta manera comenzar a 

reconstruir los hechos en búsqueda de la verdad.  

La particularidad del Juicio por la Verdad desarrollado en Mar del Plata es que 

fue el primer Juicio por la Verdad en emitir una resolución jurídica acerca de 

la participación de civiles en el terrorismo de Estado y, a su vez fue uno de los 

dos Juicios por la Verdad - el otro fue el de La Plata -  que continuó con las 

audiencias tras la declaración de inconstitucionalidad de las leyes de obedien-

cia debida y punto final (Andriotti Romanin 2010). 

Mora (2005), resalta su importancia al sostener a partir del Juicio por la Ver-

dad, en Mar del Plata se intentó develar el  funcionamiento del sistema repre-

sivo en el nivel local durante el terrorismo de Estado. El objetivo no estuvo 

puesto solamente en la recuperación de la historia particular, sino en descubrir 

el papel del entramado político-institucional que había permitido desplegar las 

operatorias represivas en este territorio.  
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Es por ello que Andriotti Romanin (2013) dice que el juicio por la Verdad se 

convirtió en un hito de luchas por la memoria, la verdad y la justicia en Mar 

del Plata. 

 

 

 

 

 

5. Conclusión 

 

Consideramos que Hilb y Tatián incurrieron en un grave error al omitir la im-

portancia de los Juicios por la Verdad. En Argentina no se pagó un precio en 

Verdad, como lo establece Hilb, ya que a partir de la memoria de los actores 

involucrados en el Juicio por la Verdad se arribó a una reconstrucción de lo 

sucedido a las personas desaparecidas no sólo durante la última dictadura mili-

tar, sino también de la etapa inmediata anterior -1973/1976. De esta manera se 

conformó una verdad extremadamente valiosa, la verdad jurídica. Además, el 

Juicio por la Verdad logró recolectar la prueba necesaria para perseguir y lle-

var a juicio a los autores de desapariciones forzadas y otros crímenes de lesa 

humanidad. De esta manera, el juicio permitió la apertura de un nuevo camino 

para avanzar en la búsqueda de justicia, no sólo para los familiares de las víc-

timas, sino para la sociedad toda.  

Compartimos con Carlos. A Bozzi (2007) que la consolidación de una memo-

ria colectiva sobre la base de una historia oficial adquiere una importancia 

fundamental para garantizar la estabilidad del nuevo orden social. Por un lado, 

la memoria sería una de las bases firmes sobre las cuales debe apoyarse la 

nueva sociedad pacífica, pues el olvido de las circunstancias que otrora la 
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ofuscaran facilitaría el retorno del pasado. Por otro lado, la exigencia de esta-

blecer una historia oficial sobre la cual considerar la memoria colectiva pro-

vendría de todos o casi todos los sectores de la sociedad: desde las víctimas, 

que requieren el reconocimiento de los crímenes ocultados o cuyas versiones 

públicas fueron falseadas, pasando por las autoridades del nuevo gobierno, que 

buscan fundar sobre la memoria colectiva una nueva convivencia social y legi-

timar los valores del nuevo orden, hasta llegar, en algunos casos, incluso a los 

responsables del régimen precedente, que pretende subrayar las circunstancias 

que pueden servir como atenuantes o justificaciones de lo ocurrido. 

Los Juicios por la Verdad llevados a cabo en nuestro país tienen una impor-

tancia que excede el ámbito nacional, constituyendo un modelo a seguir para 

todos aquellos países que han sufrido situaciones similares y buscan la restau-

ración de un modelo de Estado democrático con plena vigencia de los Dere-

chos Humanos.  

Tal como sostiene Chillier, G. (2009), la apertura de estos procesos acarrea 

una serie de nuevos obstáculos, por lo que resulta importante que la comuni-

dad internacional no deje de observarlos y comprometerse con sus resultados, 

ya que sus desenlaces impactarán necesariamente en la suerte de los sistemas 

democráticos. 

Estos procesos, además de permitir la obtención de verdad para las víctimas y 

sus familiares, permiten el fortalecimiento de las instituciones democráticas, y 

por ende, de los principios constitucionales. De esta manera se logra una es-

tructura consistente para intentar evitar la repetición de las violaciones a los 

derechos humanos ocurridas durante el autoritarismo, y garantizar el respeto 

por los derechos humanos de aquí al futuro. 
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